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I

(Comunicaciones)

CONSEJO

LISTA DE NOMBRAMIENTOS EFECTUADOS POR EL CONSEJO

(meses de: noviembre y diciembre de 2003) (ámbito social)

(2004/C 13/01)

Comité Fin del
mandato

Publicación
en el DO Persona sustituida Dimisión

Miembro/
Titular/

Suplente
Categoría País Persona nombrada Adscripción

Fecha de la
decisión del

Consejo

Comité consultivo para la
libre circulación de traba-
jadores

6.5.2004 C 119 de
22.5.2002

D. Enrico MORA Dimisión Titular Gobierno Italia D. Augusto
VACCARO

Ministero degli Affari
Esteri

4.11.2003

Comité consultivo de for-
mación profesional

29.9.2004 C 243 de
9.10.2002

D. Bert CLOUGH Dimisión Titular Trabajadores Reino Unido D. Sean
BAMFORD

TUC 17.11.2003

Comité consultivo de for-
mación profesional

29.9.2004 C 243 de
9.10.2002

D.a Fiorina
LUDOVISI

Dimisión Titular Patronal Italia D. Claudio
GENTILI

CONFINDUSTRIA 1.12.2003

Comité consultivo para la
seguridad social de los tra-
bajadores migrantes

22.9.2004 C 245 de
11.10.2002

D. Enrico MORA Dimisión Titular Gobierno Italia D. Augusto
VACCARO

Ministero degli
Affari Esteri

4.11.2003

Comité consultivo para la
seguridad social de los tra-
bajadores migrantes

22.9.2004 C 245 de
11.10.2002

D. António
VINAGRE SOUSA GRAÇA

Dimisión Suplente Gobierno Portugal D.a Elisabete SOUSA
SILVEIRA

DRISS 1.12.2003

Consejo de Administración
de la Fundación Europea
para la mejora de las con-
diciones de vida y trabajo

18.10.2004 C 327 de
20.11.2001

D.a Cristina
GALACHE MATABUENA

Dimisión Titular Gobierno España D.a Pilar
GONZÁLEZ BAYO

Ministerio de
Trabajo y Asuntos
Sociales

24.11.2003

Consejo de Administración
de la Agencia Europea para
la Seguridad y la Salud en
el Trabajo

2.6.2005 C 161 de
5.7.2002

D. Andreas HORST Dimisión Titular Gobierno Alemania D.a Anette
RÜCKERT

Bundesministerium
für Wirtschaft und
Arbeit

24.11.2003
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COMISIÓN

Tipo de cambio del euro (1)

16 de enero de 2004

(2004/C 13/02)

1 euro =

Moneda Tipo
de cambio

USD dólar estadounidense 1,2493

JPY yen japonés 132,47

DKK corona danesa 7,4486

GBP libra esterlina 0,6884

SEK corona sueca 9,1902

CHF franco suizo 1,567

ISK corona islandesa 87,37

NOK corona noruega 8,601

BGN lev búlgaro 1,9555

CYP libra chipriota 0,58672

CZK corona checa 32,709

EEK corona estonia 15,6466

HUF forint húngaro 267,07

LTL litas lituana 3,4529

Moneda Tipo
de cambio

LVL lats letón 0,667

MTL lira maltesa 0,4294

PLN zloty polaco 4,7125

ROL leu rumano 41 139

SIT tólar esloveno 237,55

SKK corona eslovaca 40,77

TRL lira turca 1 672 478

AUD dólar autraliano 1,6257

CAD dólar canadiense 1,6188

HKD dólar de Hong Kong 9,702

NZD dólar neozelandés 1,8678

SGD dólar de Singapur 2,1243

KRW won de Corea del Sur 1 481,79

ZAR rand sudafricano 9,1835

___________
(1) Fuente: tipo de cambio de referencia publicado por el Banco Central Europeo.
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Comunicación C(2004) 43 de la Comisión — Directrices comunitarias sobre ayudas de Estado al
transporte marítimo

(2004/C 13/03)

1. INTRODUCCIÓN

El Libro Blanco «La política europea de transportes de cara al
2010: la hora de la verdad» recalca la importancia capital de los
servicios de transporte marítimo para la economía de la UE. El
90 % de los intercambios comerciales entre la Comunidad y el
resto del mundo se realiza a través del transporte marítimo. El
transporte marítimo de corta distancia constituye el 69 % del
volumen de mercancías transportadas entre los Estados miem-
bros (este porcentaje es del 41 % si se incluye el transporte
nacional). El sector comunitario del transporte marítimo con
sus actividades conexas sigue siendo uno de los más importan-
tes del mundo.

Las compañías marítimas de los Estados miembros todavía
controlan aproximadamente un tercio de la flota mundial. La
adhesión en 2004 de Chipre y Malta (1) aportará una dimen-
sión marítima aún mayor a la Unión: los registros marítimos de
estos dos países representan en estos momentos alrededor del
10 % del tonelaje mundial.

Desde los años 70, la flota europea se enfrenta a la competen-
cia de buques registrados en terceros países poco preocupados
por la observancia de las normas sociales y de seguridad vi-
gentes en el plano internacional.

Esta falta de competitividad de los pabellones comunitarios fue
reconocida a finales de los años 80 y, a falta de medidas
comunitarias de armonización, varios Estados miembros adop-
taron diferentes fórmulas de ayuda a los transportes marítimos.
Las estrategias adoptadas y los presupuestos asignados para las
medidas de apoyo difieren de un Estado miembro a otro, y
reflejan la actitud de dichos Estados en relación con las ayudas
públicas o su análisis de la importancia del sector marítimo.

Además, para impulsar la vuelta al registro comunitario de los
buques, los Estados miembros suavizaron las normas relativas a
las tripulaciones, en particular mediante la creación de segun-
dos registros.

Los segundos registros incluyen, por una parte, los «registros
offshore» pertenecientes a territorios que gozan de una mayor
o menor autonomía en relación con un Estado miembro y, por
otra parte, los «registros internacionales» directamente vincula-
dos al Estado que los ha creado.

A pesar de los esfuerzos realizados, una gran parte de la flota
de la Comunidad continúa enarbolando pabellones de terceros
países. En realidad, los registros de los terceros países que
aplican políticas de matrícula abierta (algunas de las cuales se

denominan «banderas de conveniencia») siguieron y siguen dis-
frutando de una importante ventaja competitiva sobre los regis-
tros de los Estados miembros de la Comunidad.

Ayudas al sector marítimo desde 1989

A la vista de las diferencias constatadas entre los regímenes de
ayudas adoptados por los Estados miembros frente a la com-
petencia creciente de los buques que enarbolan pabellón no
comunitario, la Comisión definió en 1989 sus primeras direc-
trices en la materia, con el fin de lograr una cierta convergencia
entre las medidas de los Estados miembros. El método, no
obstante, resultó ineficaz y el declive de las flotas comunitarias
continuó. Las directrices fueron objeto de una revisión, que
dieron lugar a la Comunicación de 1997 en la que se definen
nuevas directrices comunitarias sobre ayudas de Estado al
transporte marítimo (2).

En estos últimos años, la principal novedad en lo que atañe a
las medidas de apoyo de los Estados miembros al transporte
marítimo es la extensión generalizada en Europa de los siste-
mas tributarios de tarifa única en función del tonelaje («im-
puesto sobre el tonelaje»). Este impuesto, que entró en vigor
muy pronto en Grecia, se extendió progresivamente a los Países
Bajos (1996), Noruega (1996), Alemania (1999), Reino Unido
(2000), Dinamarca, España, Finlandia (2002) e Irlanda (2002).
Bélgica y Francia también decidieron implantarlo en 2002,
mientras que el Gobierno italiano estudia esta posibilidad.

Resultados de las medidas propuestas por los Estados
miembros y aprobados por la Comisión comparados con
los objetivos generales de las directrices revisadas de 1997

a) Evolución de la flota bajo pabellón comunitario (competitividad
de la flota)

De acuerdo con las respuestas facilitadas por los Estados
miembros a mediados de 2002 al cuestionario de la Comi-
sión y los datos estadísticos más recientes (3), los Estados
miembros que introdujeron medidas de ayuda, en particular
por medio de reducciones fiscales, consiguieron la vuelta al
registro bajo pabellón nacional de un volumen de tonelaje
importante, si se tienen en cuenta todos los registros. En
términos de porcentaje, la flota inscrita en los registros de
los Estados miembros aumentó en un 0,4 % de media al
año en número de buques, en un 1,5 % en tonelaje y en un
12,4 % en el caso de los buques portacontenedores. Aunque
en el caso de los primeros registros se observa que el
número de unidades registradas desciende prácticamente
en todas partes durante el período 1989-2001, estas cifras
pueden considerarse como una inversión de la tendencia al
abandono de los pabellones comunitarios observada hasta
1997.
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(1) Respectivamente, el sexto y el quinto registros mundiales de buques
en términos de tonelaje (buques de más de 300 gt. Fuente: ISL
2001).

(2) Directrices comunitarias sobre ayudas de Estado al transporte ma-
rítimo (97/C 205/05) (DO C 205 de 5.7.1997, p. 5).

(3) ISL, Shipping Statistics 2001.



Al mismo tiempo, no obstante, la cuota de los registros de
los Estados miembros en el tonelaje mundial disminuyó
ligeramente. En un contexto de crecimiento de la flota
mundial, el crecimiento de la flota bajo control comunitario
matriculada bajo pabellón de terceros países fue más rápido
que el de la flota matriculada bajo pabellones de los Estados
miembros.

b) Evolución del empleo

Según las estimaciones más recientes, el número de marinos
a bordo de buques bajo pabellón de la UE habría pasado de
188 000 en 1996 a aproximadamente 180 000 en
2001 (1). En la actualidad, el número total de ciudadanos
de la Comunidad empleados a bordo de buques que enar-
bolan pabellón comunitario se acerca a 120 000, cifra que
supone un descenso del 40 % con relación a 1985, mien-
tras que el número de ciudadanos de terceros países em-
pleados a bordo de buques de la UE aumentó de 29 000 en
1983 a cerca de 60 000 en la actualidad. Para evaluar la
disminución del número total de marinos, conviene tener
presentes los siguientes factores:

— Por una parte, la productividad por buque siguió au-
mentando. Por lo tanto, una tripulación menos nume-
rosa permite transportar un volumen igual, o incluso
superior, al transportado en el pasado.

— Por otra parte, la flota bajo pabellón de la Comunidad
se renovó durante el período 1997-2001; la edad media
de los buques pasó de estar en torno a los 22,9 años a
los 17,2 años. El 35 % de la flota en servicio a 1 de
enero de 2001 se había construido durante el período
de 1996-2000. Las nuevas unidades, con una tecnología
más avanzada, necesitan tripulaciones mejor formadas,
pero con menos efectivos.

No obstante, entre los Estados miembros aparecen diferen-
cias notables en la tasa de empleo de los marinos comuni-
tarios. Sin embargo, estas cifras no indican una inversión de
la tendencia de la flota bajo pabellón comunitario a depen-
der cada vez más de marinos de terceros países. Esta ten-
dencia ya fue puesta de manifiesto por la Comisión en
2001 en su Comunicación sobre la formación y la contra-
tación de la gente de mar (2).

c) Contribución al conjunto de la actividad económica

Las industrias marítimas están indisociablemente vinculadas
al transporte marítimo. Esta complementariedad es un ar-
gumento importante en favor de medidas positivas que
tengan como finalidad el mantenimiento de una flota de-
pendiente de armadores comunitarios. De hecho, el trans-
porte marítimo es uno de los eslabones de la cadena del
transporte en general y de la cadena de las industrias ma-
rítimas en particular, por lo que las medidas destinadas a
mantener la competitividad de la flota europea también
tienen repercusiones en las inversiones en tierra de las

industrias marítimas conexas (3) y en la contribución de los
transportes marítimos a la economía de la Comunidad en
su conjunto y al empleo en general.

La importancia del transporte marítimo y de todo el sector
marítimo varía considerablemente según el país de que se
trate. Sin embargo, la importancia del sector marítimo eu-
ropeo y su impacto económico directo queda claramente
reflejada con las siguientes cifras: 1 550 000 empleos direc-
tos, un volumen de negocios de 160 000 millones de euros
en 1997 [alrededor del 2 % del PIB de la Comunidad (4)].
Los datos de Dinamarca (3 % del PIB generado por el sector
marítimo) Grecia (2,3 %) y los Países Bajos (2 %) pueden
servir de ejemplo válido.

En este contexto, por lo tanto, no puede dejar de señalarse
que la flota gestionada por empresarios europeos con sede
en la Comunidad ha permanecido en un nivel aproximado
del 34 % del tonelaje mundial, a la vez que éste aumentaba
un 10 % durante el mismo período. Habida cuenta de la
movilidad de la industria marítima y de las facilidades que
ofrecen los terceros países, cabe concluir que las medidas de
apoyo al transporte marítimo pueden contribuir a evitar
una deslocalización generalizada de las industrias conexas.

En conclusión, puede afirmarse que, en aquellos casos en
que se han adoptado medidas basadas en las Directrices de
1997, se ha logrado detener el declive estructural de los
registros comunitarios y de la flota de la Comunidad, y que
los objetivos fijados por la Comisión se han alcanzado, al
menos en parte.

No obstante, el porcentaje de registros de libre matrícula en
el tonelaje mundial siguió aumentando, pasando del 43 %
en 1996 al 54 % en 2001, y nada indica que vaya a pro-
ducirse una inversión significativa de esta tendencia, que ha
sido y sigue siendo testigo del recurso cada vez más fre-
cuente a marinos de terceros países. La campaña lanzada
estos últimos años debe prolongarse, pero es necesaria una
mejor orientación. Las medidas en favor de los marinos de
la Comunidad deben ser objeto, fundamentalmente, de un
seguimiento más activo.

Los resultados de las medidas adoptadas por los Estados
miembros y autorizadas por la Comisión deberán ser objeto
de un análisis sistemático.

Consecuentemente, y aunque en principio las ayudas al
funcionamiento debían ser excepcionales, temporales y de-
crecientes, la Comisión considera que las ayudas de Estado
a la industria marítima europea siguen estando justificadas
y el enfoque adoptado por las Directrices de 1997 era
correcto. La presente comunicación se basa, por tanto, en
el mismo enfoque básico.
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(1) Número total de marinos comunitarios y no comunitarios.
(2) Véase la Comunicación de la Comisión (al Consejo y al Parlamento

Europeo) sobre la formación y la contratación de la gente de mar,
de 6 de abril de 2001, COM(2001) 188 final.

(3) Estas actividades engloban servicios portuarios, logística, construc-
ción, reparación, mantenimiento, inspección y clasificación de bu-
ques, gestión de buques e intermediación, actividades bancarias y
servicios financieros internacionales, seguros, asesoramiento y ser-
vicios profesionales.

(4) Estudio emprendido por la Comisión Europea, DG Empresa (publi-
cado en el sitio Internet Europa).



2. ALCANCE Y OBJETIVOS GENERALES DE LAS DIRECTRICES
REVISADAS SOBRE AYUDAS DE ESTADO

La presente comunicación, que sustituye a las Directrices de
1997, pretende establecer los parámetros a partir de los cuales
se aprobarán las ayudas de Estado al transporte marítimo, de
conformidad con las normas y procedimientos comunitarios
previstos por la Comisión en esta materia en la letra c) del
apartado 3 del artículo 87 o en el apartado 2 del artículo 86
del Tratado.

Los regímenes de ayuda no deben perjudicar las economías de
los demás Estados miembros y debe demostrarse que no ame-
nazan con distorsionar la competencia entre los Estados miem-
bros en una medida contraria al interés común. Las ayudas de
Estado deben limitarse exclusivamente a lo estrictamente nece-
sario para alcanzar su objetivo y han de concederse de forma
transparente. Es necesario tener en cuenta el efecto acumulativo
de todas las ayudas concedidas por los poderes públicos (ya sea
a escala nacional, regional o local).

Las presentes directrices son aplicables a las actividades de
«transporte marítimo» tal como se definen en el Reglamento
(CEE) no 4055/86 (1) y en el Reglamento (CEE) no 3577/92 (2),
es decir: «transporte por mar de pasajeros o de mercancías».
Algunos capítulos también hacen referencia al remolque y al
dragado.

2.1. Alcance de las directrices revisadas sobre ayudas de
Estado

Las presentes directrices cubren todas las ayudas a los trans-
portes marítimos concedidas por los Estados miembros o por
medio de recursos públicos. Esto incluye todas las ventajas
financieras, cualquiera que sea su forma, subvencionadas por
los poderes públicos (ya sea a escala nacional, regional, pro-
vincial o local). A este respecto, el concepto de «poderes pú-
blicos» puede ampliarse a las empresas públicas y a los bancos
controlados por el Estado. El concepto de ayuda puede am-
pliarse asimismo a los acuerdos estatales de garantía de em-
préstitos y a otras formas de financiación por bancos comer-
ciales. Las presentes directrices no establecen distinción alguna
entre los tipos de beneficiarios en función de su estructura
jurídica, tanto para empresas, como para asociaciones, particu-
lares, etc., ni entre sector público y sector privado. Se consi-
derará que cualquier referencia a empresas incluye a todos los
tipos de entidades jurídicas.

Las presentes directrices no incluyen las ayudas a la construc-
ción naval [a efectos de lo dispuesto en el Reglamento (CE) no

1540/98 del Consejo (3) o cualquier acto posterior]. Suele con-
siderarse que las ayudas para la inversión en infraestructura no

constituyen una ayuda de Estado a efectos de lo dispuesto en el
apartado 1 del artículo 87 del Tratado siempre que el Estado de
que se trate permita a todos los operadores interesados acceder
libremente y en igualdad de condiciones a dicha infraestructura.
Con todo, la Comisión puede examinar este tipo de inversiones
si considera que pueden beneficiar directa o indirectamente a
determinados armadores. Por último, la Comisión ha declarado
que no existe ayuda de Estado si la contribución de los poderes
públicos a una empresa se efectúa en condiciones que serían
aceptables para un inversor privado en una economía de mer-
cado.

2.2. Objetivos generales de las directrices revisadas sobre
ayudas de Estado

La Comisión ha insistido en que es necesario incrementar la
transparencia de las ayudas de Estado para que no sólo las
autoridades nacionales en sentido amplio sean conscientes de
sus derechos y obligaciones, sino también las personas físicas y
jurídicas. Las presentes directrices pretenden realizar una apor-
tación en este aspecto, aclarando qué regímenes de ayudas de
Estado pueden introducirse para apoyar los intereses marítimos
de la Comunidad, con el propósito de:

— mejorar un transporte marítimo fiable, eficaz, seguro y no
dañino para el medio ambiente;

— fomentar el abanderamiento o reabanderamiento en los
registros de los Estados miembros;

— contribuir a la consolidación del sector marítimo estable-
cido en los Estados miembros, al tiempo que se mantiene
una flota competitiva global en los mercados mundiales;

— mantener y mejorar los conocimientos técnicos marítimos y
proteger y fomentar el empleo para los marinos europeos,
y

— contribuir al fomento de nuevos servicios en el ámbito de
la navegación marítima de corta distancia, de acuerdo con
el Libro Blanco sobre la política europea de transportes.

Como regla general, las ayudas de Estado podrán concederse
exclusivamente a los buques inscritos en los registros de los
Estados miembros. Sin embargo, en algunos casos excepciona-
les, podrán concederse ayudas a los buques inscritos en los
registros mencionados en el punto 3 del anexo, siempre que:

— cumplan las normas internacionales y la normativa comu-
nitaria, fundamentalmente en relación con la seguridad,
fiabilidad, prestaciones medioambientales y condiciones de
trabajo a bordo;

— sean dirigidos desde la Comunidad;
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(1) Reglamento (CEE) no 4055/86 del Consejo, de 22 de diciembre de
1986, relativo a la aplicación del principio de libre prestación de
servicios al transporte marítimo entre Estados miembros y entre
Estados miembros y terceros países.

(2) Reglamento (CEE) no 3577/92 del Consejo, de 7 de diciembre de
1992, por el que se aplica el principio de libre prestación de ser-
vicios a los transportes marítimos dentro de los Estados miembros
(cabotaje marítimo) (DO L 378 de 31.12.1986, p. 1).

(3) DO L 202 de 18.7.1998, p. 1.



— su armador esté establecido en la Comunidad y el Estado
miembro en cuestión demuestre que el registro contribuye
directamente a los objetivos antes citados.

Además, en algunos casos excepcionales, podrán aprobarse
ayudas, no ligadas al pabellón enarbolado, si se demuestra
claramente el beneficio para la Comunidad.

3. MEDIDAS FISCALES Y SOCIALES PARA MEJORAR LA
COMPETITIVIDAD

3.1. Tratamiento fiscal de las compañías marítimas

Un buen número de terceros países dispone de registros marí-
timos importantes, a veces apoyados en una eficaz infraestruc-
tura de servicios internacionales, que atraen a los armadores
con un entorno fiscal considerablemente más favorable que el
de los Estados miembros. Este entorno fiscal favorable se trans-
formó en un incentivo para las empresas no sólo para cambiar
de pabellón sus buques, sino incluso para considerar el traslado
de sus actividades. Es importante tener en cuenta que no exis-
ten por el momento normas internacionales que permitan re-
ducir esta competencia fiscal y que apenas existen obstáculos
administrativos, jurídicos o técnicos para matricular un buque
fuera del registro de un Estado miembro. En este contexto, la
mejor solución parece ser la creación de condiciones que per-
mitan una competencia más leal con los pabellones de conve-
niencia.

Es importante tratar la cuestión de la competencia fiscal entre
Estados miembros. Actualmente, nada indica que existan fal-
seamientos de la competencia entre los Estados miembros en
una medida contraria al interés común. De hecho, se observa
un mayor grado de convergencia en los planteamientos de los
Estados miembros con respecto a las ayudas al sector marítimo.
El cambio de pabellones entre Estados miembros es un fenó-
meno raro. La competencia fiscal es sobre todo un problema
entre los Estados miembros, por una parte, y los terceros paí-
ses, por otra, ya que el ahorro que pueden realizar los arma-
dores registrando sus buques en terceros países es considerable,
si se compara con las opciones disponibles en la Comunidad.

Por esta razón, muchos Estados miembros han adoptado me-
didas especiales para mejorar el entorno fiscal de las compañías
marítimas, por ejemplo, mediante una amortización acelerada
de las inversiones o la posibilidad de reservar los beneficios
derivados de la venta de buques, con exención de impuestos
durante un número determinado de años, siempre que estos
beneficios se vuelvan a invertir en buques.

Estas reducciones fiscales aplicadas especialmente al sector ma-
rítimo se consideran ayudas de Estado. Asimismo, se considera
una ayuda de Estado el sistema que consiste en sustituir el
régimen normal del impuesto de sociedades por un impuesto
sobre el tonelaje. El impuesto sobre el tonelaje implica que el
armador paga un importe de impuesto directamente vinculado
con el tonelaje explotado. Este impuesto ha de abonarse inde-

pendientemente de los beneficios o pérdidas reales de la em-
presa.

Estas medidas han permitido preservar empleos de alta calidad
en las actividades marítimas en tierra, tales como la gestión
vinculada directamente al transporte marítimo y las actividades
afines (seguro, corretaje y financiación). Habida cuenta de la
importancia de estas actividades para la economía comunitaria
y para permitir alcanzar los objetivos mencionados anterior-
mente, en principio podrá aceptarse este tipo de incentivos
fiscales. Por otra parte, preservar un empleo de calidad y fo-
mentar la competitividad del sector comunitario mediante in-
centivos fiscales y otras iniciativas en materia de formación y
de mejora de la seguridad facilitará el desarrollo del transporte
marítimo comunitario en el mercado mundial.

La Comisión es consciente de que los ingresos actuales de los
armadores proceden a menudo de la explotación de buques
que enarbolan pabellones diferentes, por ejemplo, si recurren
a buques fletados bajo pabellón extranjero o a buques perte-
necientes a socios en el marco de alianzas. La Comisión reco-
noce, asimismo, que se seguirá incitando a los armadores a
expatriar su gestión y sus actividades afines si pueden obtener
un beneficio financiero apreciable por el mero hecho de dis-
poner de establecimientos distintos y contabilidades separadas
para los ingresos procedentes de la explotación de buques que
enarbolan pabellón comunitario y para los demás ingresos. Tal
sería el caso, por ejemplo, si los ingresos procedentes de la
explotación de buques con pabellón extranjero estuvieran ple-
namente sujetos al impuesto sobre sociedades en un Estado
miembro o a un impuesto reducido en el extranjero si el
armador puede demostrar que realiza su gestión en el extran-
jero.

El objetivo de las ayudas de Estado en el marco de la política
común de los transportes marítimos es fomentar la competiti-
vidad de las flotas comunitarias en el mercado mundial corres-
pondiente. Por consiguiente, para poder acogerse a los regíme-
nes de reducciones fiscales, es preciso demostrar un vínculo
con un pabellón comunitario. Excepcionalmente, estos regíme-
nes podrían autorizarse si se aplican a la totalidad de la flota
explotada por un armador establecido en el territorio de un
Estado miembro y sujeto al impuesto sobre sociedades, siempre
que se demuestre que la gestión estratégica y comercial de
todos los buques considerados se realiza efectivamente a partir
de dicho territorio y que dicha actividad contribuye de forma
significativa a la actividad económica y al empleo en la Comu-
nidad. En principio, la documentación facilitada por el Estado
miembro para probar la existencia de este vínculo económico
deberá incluir información sobre los buques registrados y ex-
plotados en la Comunidad, los nacionales de los Estados miem-
bros empleados a bordo de los buques y en tierra, así como las
inversiones en activos inmovilizados. Cabe señalar que la ayuda
deberá ser necesaria para fomentar la repatriación de la gestión
estratégica y comercial de todos los buques afectados en la
Comunidad y que, además, los beneficiarios de estos regímenes
deberán estar sujetos al impuesto sobre sociedades en la Co-
munidad. La Comisión pedirá, por otra parte, pruebas docu-
mentales de que todos los buques explotados por las empresas
beneficiarias cumplen las normas de seguridad internacionales
y comunitarias aplicables, así como las normas sobre condicio-
nes de trabajo a bordo.
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Tal como se sostenía en el párrafo anterior, es preciso recordar
que, en principio, los regímenes de reducción fiscal exigen un
vínculo con el pabellón de uno de los Estados miembros. Antes
de que la ayuda se conceda (o confirme) excepcionalmente a las
flotas compuestas también de buques que enarbolan otros pa-
bellones, los Estados miembros deben garantizar que las com-
pañías beneficiarias se comprometen a incrementar, o como
mínimo a mantener, bajo el pabellón de uno de los Estados
miembros la cuota de tonelaje que explotarán bajo dichos
pabellones cuando la presente comunicación sea aplicable.
Siempre que una empresa controle empresas navieras a efectos
de lo dispuesto en el artículo 1 de la Séptima Directiva
83/349/CEE del Consejo (1), la exigencia de la cuota de tonelaje
antes citada será aplicable a la empresa matriz y a las empresas
filiales consideradas conjuntamente sobre una base consolidada.
Cuando una compañía (o un grupo) incumpla esta exigencia, el
Estado miembro en cuestión dejará de aplicar cualquier reduc-
ción fiscal a buques adicionales explotados por dicha compañía
bajo pabellón no comunitario, a menos que el porcentaje bajo
pabellón comunitario del tonelaje global que puede beneficiarse
de la reducción fiscal en dicho Estado miembro no haya dis-
minuido en término medio durante el período de notificación
contemplado en el próximo apartado. El Estado miembro de-
berá informar a la Comisión acerca de la aplicación de la
excepción. El requisito del porcentaje de tonelaje bajo pabellón
de la Comunidad establecido en el presente apartado no se
aplicará a las empresas que exploten al menos el 60 % de su
tonelaje bajo pabellón de la Comunidad.

En cualquier caso, cuando los regímenes fiscales hayan sido
aprobados con el carácter excepcional antes descrito, y con
el fin de permitir que el Estado miembro de que se trate
elabore cada tres años el informe exigido a tenor del capítulo
12 («Observaciones finales»), los beneficiarios deberán facilitar
al Estado miembro de que se trate la prueba de que durante el
período en cuestión se han cumplido todas las condiciones
necesarias para la excepción del vínculo con el pabellón. Ade-
más, en el caso de la flota beneficiaria, deberán presentarse
pruebas en el sentido de que se ha respetado la exigencia de
la cuota de tonelaje contemplada en el párrafo anterior y de
que cada buque de la flota cumple las normas internacionales y
comunitarias pertinentes, incluidas las relativas a la seguridad,
fiabilidad, prestaciones medioambientales y condiciones de tra-
bajo a bordo. En caso de que los beneficiarios no puedan
presentar dichas pruebas, no podrán seguir beneficiándose del
régimen fiscal.

Asimismo, es interesante aclarar que, si bien las empresas na-
vieras con sede en la Comunidad son los beneficiarios naturales
de los regímenes fiscales antes citados, algunas empresas de
gestión de buques establecidas en la Comunidad también po-
drán acogerse a él, en las mismas condiciones. Las empresas
que gestionan los buques son personas morales que ofrecen
diferentes tipos de servicios a los armadores, como la supervi-
sión técnica, la contratación y la formación de la tripulación, la
gestión de la tripulación y la explotación de los buques. En
algunos casos, a los gestionarios de los buques se les confían
tanto la gestión técnica como la gestión de la tripulación de los
buques. En este caso, los gestores actúan como «armadores»
clásicos en lo que respecta a las operaciones de transporte.
Por otro lado, al igual que ocurre en el sector de los transportes
marítimos, este sector registra una intensa y creciente compe-
tencia a escala internacional. Por estas razones, parece ade-
cuado ampliar la posibilidad de la reducción fiscal a los ges-
tionarios de buques de esa categoría.

Las empresas gestionarias de buques sólo pueden beneficiarse
de la ayuda para los buques con respecto a los cuales garanti-
zan la gestión de la tripulación y la gestión técnica en su
totalidad. En particular, para poder tener derecho a una ayuda,
los gestionarios de buques deben asumir de parte del propie-
tario la completa responsabilidad de la explotación del buque,
así como recibir del propietario todos los deberes y responsa-
bilidades impuestos por el Código Internacional de Gestión de
la Seguridad (2). En caso de que presten también otros servicios
especializados, incluso relacionados con el funcionamiento del
buque, deberá garantizarse una contabilidad separada para di-
chas actividades, que no pueden optar a los regímenes de
reducción tributaria. La exigencia relativa a la cuota de pabe-
llones de los Estados miembros descrita anteriormente también
es aplicable a las empresas que gestionan los buques (3).

Las presentes directrices se aplican exclusivamente al transporte
marítimo. La Comisión puede aceptar que dicha noción en-
globe el remolque en el mar de otros buques, plataformas
petrolíferas, etc.

Sin embargo, la Comisión ha podido constatar que en algunos
casos los Estados miembros permiten a los remolcadores con-
cebidos para trabajar en el mar, beneficiarse de la ayuda, in-
cluso aunque apenas se utilicen en el mar. Por lo tanto, resulta
útil indicar en las presentes directrices la línea de conducta que
la Comisión ha adoptado y mantendrá al respecto.

La actividad de «remolque» solo está cubierta por el campo de
aplicación de las Directrices si más del 50 % de la actividad de
remolque efectivamente realizada por un remolcador durante
un año dado constituye «transporte marítimo». El tiempo de
espera puede asimilarse proporcionalmente a aquella parte de
la actividad total efectivamente realizada por un remolcador
que constituye «transporte marítimo». Debe subrayarse que
las actividades de remolque realizadas principalmente en los
puertos, o que consisten en prestar ayuda a un buque auto-
propulsado para llegar a puerto, no constituyen un «transporte
marítimo» a los efectos de la presente comunicación. No es
posible ninguna excepción al principio de vínculo de pabellón
en el caso del remolque.

Asimismo, en el caso del dragado, la experiencia adquirida
durante los últimos años sugiere que se aclaren algunos puntos.

Las actividades de «dragado», en principio, no pueden optar a
las ayudas al transporte marítimo. Sin embargo, las disposicio-
nes fiscales para las empresas (como el impuesto sobre el to-
nelaje) pueden aplicarse a las dragas cuyas actividades incluyen
el «transporte marítimo», es decir, el transporte por alta mar de
materiales extraídos — con relación a más del 50 % de su
período operativo anual y únicamente con respecto a dichas
actividades de transporte. Sólo tendrán derecho a la ayuda las
dragas registradas en un Estado miembro (no es posible la
excepción del vínculo del pabellón). En dichos casos, es nece-
saria una contabilidad separada para las actividades de trans-
porte marítimo (4).
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(1) DO L 193 de 18.7.1983, p. 1.

(2) «Código IGS», Código internacional de gestión para la seguridad de
la explotación de los buques y la prevención de la contaminación,
adoptado por la Organización Marítima Internacional (OMI) me-
diante la resolución A.741(18).

(3) La Comisión examinará los efectos de estas disposiciones sobre la
gestión de los buques tres años después de la aplicación de la
presente comunicación.

(4) Los buques utilizados por estos operadores también extraen o dra-
gan materiales que transportan posteriormente. La extracción o la
draga como tal no puede optar a las ayudas de Estado para el
transporte marítimo.



Por último, el método para evaluar los sistemas tributarios
sobre el tonelaje notificados hasta el momento ha consistido
en lo siguiente: se ha calculado un beneficio virtual de los
armadores aplicando una tasa de beneficio teórico a su tone-
laje; al importe resultante se le ha aplicado el impuesto de
sociedades nacional. El importe resultante es el «impuesto del
tonelaje» que debe pagarse.

Hasta el momento, las tasas de beneficio teórico facilitadas por
los Estados miembros han sido homogéneas. No obstante,
puesto que las tasas del impuesto de sociedades pueden variar
significativamente en la Comunidad, los impuestos por tonelaje
que se deban pagar por el mismo tonelaje podrán ser muy
desiguales en los distintos Estados miembros. Con el fin de
mantener las actuales condiciones de competencia equitativas,
la Comisión aprobará únicamente regímenes que, para el
mismo tonelaje, den origen a una carga tributaria bastante
próxima a los regímenes ya aprobados.

En cualquier caso, los beneficios de estos regímenes deberán
facilitar el desarrollo del sector de los transportes marítimos y
del empleo en beneficio del interés de la Comunidad. Por con-
siguiente, las ventajas fiscales mencionadas deberán limitarse a
las actividades de transporte marítimo. Si una compañía de
transporte marítimo ejerce asimismo otras actividades comer-
ciales, deberá disponer de una contabilidad transparente para
garantizar la separación de las actividades que no estén rela-
cionadas con el transporte marítimo. Este enfoque permitiría a
los armadores comunitarios ser competitivos, ya que estarían
sujetos a regímenes fiscales comparables a los vigentes en el
mundo, al tiempo que se mantendría la fiscalidad normal de los
Estados miembros para las demás actividades, así como la re-
muneración personal de accionistas y directores.

3.2. Costes salariales

Tal como ya se ha mencionado, el transporte marítimo es un
sector que registra una competencia internacional feroz. Las
medidas de ayuda al sector marítimo deberán destinarse fun-
damentalmente a reducir los costes y cargas fiscales y de otro
tipo que recaen en los armadores de la Comunidad y en los
marinos de la Comunidad hasta alcanzar niveles acordes con
los estándares mundiales. Dichas medidas deberán fomentar
directamente el desarrollo del sector y el empleo, en vez de
prestar una asistencia financiera general.

En consonancia con estos objetivos, deberán autorizarse para el
transporte marítimo de la Comunidad las siguientes medidas
sobre los costes del empleo:

— reducción de los porcentajes de las cotizaciones sociales de
los marinos comunitarios que naveguen a bordo de buques
matriculados en los Estados miembros,

— reducción de los porcentajes del impuesto sobre la renta de
los marinos comunitarios embarcados en buques matricu-
lados en un Estado miembro.

A efectos del presente punto, se entenderá por «marinos co-
munitarios»:

— los nacionales de la Comunidad/EEE, en el caso de marinos
que trabajen a bordo de buques [incluidos los transborda-
dores de carga rodada (1)], que presten servicios regulares
de pasajeros entre puertos de la Comunidad;

— todos los marinos sujetos a fiscalidad y/o contribuciones a
la seguridad social en un Estado miembro, en todos los
demás casos.

Las anteriores directrices de 1997 permitían dichas reducciones
para todos los marinos a bordo de buques registrados en un
Estado miembro que están sujetos al impuesto o a las contri-
buciones de seguridad social en un Estado miembro. Sin em-
bargo, desde entonces se hizo más evidente que la presión
ejercida por la competencia internacional sobre los armadores
europeos es muy fuerte en el caso del transporte internacional
de mercancías, si bien es más ligera en el caso del transporte
regular de pasajeros en el interior de la Comunidad. Por lo
tanto, en el primer caso la prioridad fundamental de la ayuda
es reforzar la competitividad del sector marítimo europeo. Im-
pedir a los Estados miembros la concesión de reducciones
fiscales a todos los marinos, en este caso, tendría efectos
muy negativos en la competitividad de los armadores europeos,
que podrían verse impulsados a cambiar sus barcos de pabe-
llón. Al mismo tiempo, se ha subrayado que el empleo de
ciudadanos europeos es importante en porcentaje y en número
en el transporte regular de pasajeros en el interior de la Co-
munidad. La protección del empleo en la Comunidad es, por lo
tanto, un objetivo primordial de la ayuda en este caso.

Por razones fiscales internas, algunos Estados miembros no
aplican tipos reducidos, como se ha mencionado anterior-
mente, sino que prefieren compensar parcial o totalmente a
los armadores por los costes derivados de dichas exacciones.
En general, este enfoque puede considerarse equivalente al sis-
tema de tipo reducido considerado anteriormente, siempre que
exista una relación clara con dichas exacciones, no haya ningún
elemento de compensación excesiva, el sistema sea transparente
y no pueda dar lugar a abusos.

Para la parte marítima de las actividades de remolque y dra-
gado (transporte marítimo de materiales) deberán concederse
ayudas en favor del empleo de marinos comunitarios, por
analogía con las normas de este punto, pero únicamente si
se trata de marinos comunitarios que trabajen a bordo de
remolcadores y dragas autopropulsados registrados en un Es-
tado miembro, que realicen actividades en el mar al menos
durante el 50 % de su tiempo de funcionamiento (2).

Por último, es preciso recordar que la ayuda al empleo está
cubierta por la excepción por categorías prevista en el Regla-
mento (CE) no 2204/2002 de la Comisión, de 12 de diciembre
de 2002, relativo a la aplicación de los artículos 87 y 88 del
Tratado CE a las ayudas de Estado para el empleo, que también
es aplicable al transporte marítimo (3).
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(1) Véase la letra a) del artículo 2 de la Directiva 1999/35/CE del
Consejo, de 29 de abril de 1999, sobre un régimen de reconoci-
mientos obligatorio para garantizar la seguridad en la explotación
de servicios regulares de transbordadores de carga rodada y naves
de pasaje de gran velocidad (DO L 138 de 1.6.1999, p. 1).

(2) Así pues, las actividades de dragado realizadas principalmente en los
puertos pueden no poder optar a la ayuda en favor del empleo de
los marinos comunitarios.

(3) DO L 337 de 13.12.2002, p. 3.



4. RELEVO DE LAS TRIPULACIONES

La ayuda al relevo de las tripulaciones pretende reducir los
costes de contratación de marinos comunitarios, especialmente
a bordo de buques que navegan en aguas lejanas. La ayuda, que
deberá ajustarse a un límite (tal como se establece en el apar-
tado 11), podrá concederse en forma de pagos o de reembolso
de los costes de repatriación de los marinos comunitarios que
naveguen a bordo de buques matriculados en los Estados
miembros.

5. AYUDAS A LA INVERSIÓN

La concesión de subvenciones para la renovación de las flotas
no suele producirse en los demás modos de transporte, como
es el caso en el transporte por carretera y en el transporte
aéreo. Dado que suelen falsear la competencia, la Comisión
nunca se ha mostrado favorable a este tipo de ayudas, salvo
si se inscriben en una reforma estructural destinada a reducir
las capacidades globales.

La ayuda a la inversión en nuevos barcos debe ajustarse, en
cualquier caso, a lo dispuesto en el Reglamento (CE) no

1540/98 o a cualquier otra normativa comunitaria que lo sus-
tituya.

No obstante, de conformidad con las presentes directrices, po-
drán autorizarse las ayudas a la inversión en determinadas
circunstancias, con arreglo a la política comunitaria de seguri-
dad marítima, para mejorar el equipo de los buques inscritos
en los registros de los Estados miembros y para fomentar el
uso de buques fiables y no contaminantes. Por lo tanto, podrán
autorizarse incentivos para que los buques registrados en la
Comunidad rebasen el cumplimiento de las normas obligatorias
de seguridad y medio ambiente establecidas en los convenios
internacionales y anticipen la aplicación de normas más estric-
tas ya acordadas, de tal forma que refuercen los controles
correspondientes. Estas ayudas deberán ajustarse, cuando pro-
ceda, a las disposiciones comunitarias aplicables a la construc-
ción naval.

Habida cuenta que el sector de los transportes marítimos es
extremadamente móvil, las ayudas regionales a las compañías
marítimas de las regiones menos favorecidas, que generalmente
adoptan la forma de ayudas a la inversión para las compañías
que invierten en estas regiones, sólo podrán autorizarse si todo
indica que redundarán en beneficio de estas regiones en un
plazo razonable. Tal sería el caso de las inversiones destinadas
a la construcción de depósitos especializados o a la adquisición
de instalaciones de transbordo fijas. Sólo podrán autorizarse
estas ayudas a la inversión para las compañías marítimas de
las regiones menos favorecidas si también se ajustan a las
normas sobre las ayudas regionales (véase el punto 6).

6. AYUDAS REGIONALES CON ARREGLO A LAS LETRAS a) Y
c) DEL APARTADO 3 DEL ARTÍCULO 87

En lo que se refiere a las ayudas regionales, la Comisión apli-
cará las normas generales que establecen sus comunicaciones u
otras disposiciones sobre las ayudas regionales concedidas por
los Estados miembros o las modificaciones posteriores.

7. FORMACIÓN

Es preciso recordar, en primer lugar, que la ayuda a la forma-
ción está cubierta por la exención por categorías contemplada
en el Reglamento (CE) no 68/2001 de la Comisión, de 12 de
enero de 2001, relativo a la aplicación de los artículos 87 y 88
del Tratado CE a las ayudas a la formación (1), que también es
aplicable al transporte marítimo.

Por otra parte, muchos planes de formación impartidos a los
marinos con el apoyo del Estado no se consideran ayudas de
Estado, habida cuenta de su naturaleza general (profesional o
académica). Por consiguiente, no han de ser notificadas para su
examen a la Comisión.

Si puede considerarse que un plan de formación incluye ele-
mentos de ayuda de Estado, la notificación es obligatoria. Tal
será el caso, por ejemplo, si se trata de un programa específico
de formación a bordo y si el apoyo financiero del Estado
miembro se abona a la organización que imparte la formación,
al cadete, al marino o al armador. La Comisión adopta una
aptitud favorable hacia la ayuda concedida con carácter no
discriminatorio para la formación realizada a bordo de buques
registrados en un Estado miembro. Excepcionalmente, las for-
maciones impartidas a bordo de otros buques podrán acogerse
a la ayuda si así se justifica con criterios objetivos, como por
ejemplo la falta de puestos disponibles en buques matriculados
en un Estado miembro.

En la medida en que se abona la ayuda financiera para una
formación a bordo, en principio el aprendiz no deberá ser un
miembro activo de la tripulación, sino que deberá hallarse a
bordo en calidad de supernumerario. Se trata de garantizar que
no se abonen ayudas al salario neto a marinos por tareas que
suelen asignarse a los miembros de la tripulación.

Asimismo, para preservar y ampliar los conocimientos maríti-
mos y la competitividad de las industrias marítimas de la Co-
munidad, se necesitan nuevos esfuerzos de investigación y de-
sarrollo, en materia de calidad, productividad, seguridad y pro-
tección del medio ambiente. Se podrán conceder ayudas de
Estado para estos proyectos con arreglo a los límites que esta-
blece el Tratado.

La ayuda destinada a incrementar y a actualizar las competen-
cias de los oficiales comunitarios se autorizará durante toda su
carrera. La ayuda podrá consistir en una contribución al coste
de la formación o una compensación del salario pagado al
oficial durante el período de formación. Los programas, no
obstante, deberán concebirse de forma tal que se impida que
la ayuda a la formación se desvíe directa o indirectamente
como subvención a los salarios de los oficiales.

También se autorizará la ayuda destinada a la reconversión
profesional de los pescadores de altura que deseen trabajar
como marinos.
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(1) DO L 10 de 13.1.2001, p. 20.



8. AYUDAS DE REESTRUCTURACIÓN

Aunque las Directrices comunitarias sobre ayudas de Estado de
salvamento y de reestructuración de empresas en crisis (1) sólo
se aplican a los transportes en la medida en que se tiene en
cuenta la naturaleza específica de este sector, la Comisión apli-
cará dichas directrices, o cualquier otro instrumento comunita-
rio que las sustituya, al análisis de las ayudas para la reestruc-
turación de las compañías marítimas.

9. OBLIGACIONES DE SERVICIO PÚBLICO Y CONTRATOS

En el ámbito del cabotaje marítimo, pueden imponerse obliga-
ciones de servicio público (OSP) o celebrarse contratos de ser-
vicio público (CSP) con respecto a los servicios indicados en el
artículo 4 del Reglamento (CEE) no 3577/92. En el caso de
estos servicios, las obligaciones de servicio público y los con-
tratos de servicio público, así como su correspondiente com-
pensación, deben satisfacer las condiciones de dicha disposición
y de las normas y procedimientos en materia de ayudas de
Estado previstos en el Tratado de acuerdo con la interpretación
del Tribunal de Justicia.

La Comisión admite que si un servicio de transporte interna-
cional es necesario para satisfacer necesidades imperiosas de
transporte público, puedan imponerse obligaciones de servicio
público o celebrarse contratos de servicio público, siempre que
cualquier compensación esté sujeta a las normas y procedi-
mientos en materia de ayudas de Estado previstos en el Tratado
antes mencionados.

La duración de los contratos de servicio público deberá limi-
tarse a un plazo razonable y no demasiado largo, generalmente
del orden de seis años, ya que con contratos por un período
mucho más largo existe el peligro de crear un monopolio
(privado).

10. AYUDA AL TRANSPORTE MARÍTIMO DE CORTA
DISTANCIA

No existe ninguna definición jurídica de «transporte marítimo
de corta distancia». Sin embargo, en la Comunicación de la
Comisión sobre el desarrollo del transporte marítimo de corta
distancia en Europa de 29 de junio de 1999 (2) aparece una
definición práctica en los siguientes términos: «el transporte
por mar de mercancías y pasajeros entre puertos situados en
Europa o entre dichos puertos y puertos situados en países no
europeos ribereños de los mares cerrados que rodean Eu-
ropa» (3). En esta Comunicación, la Comisión subrayó el papel
de este modo de transporte para favorecer una movilidad du-
radera y segura, fortalecer la cohesión en el seno de la Unión y
mejorar la eficacia del transporte dentro de un planteamiento
intermodal. La Comisión es consciente también de que la pro-
moción del transporte marítimo de corta distancia debe reali-
zarse a todos los niveles, tanto comunitario como nacional o
regional.

Puesto que el objetivo de la ayuda al transporte marítimo de
corta distancia es mejorar la cadena intermodal y desconges-
tionar las carreteras de los Estados miembros, la definición de
transporte marítimo de corta distancia que aparece en la co-
municación de 1999 deberá restringirse, a los efectos de la
presente comunicación, al transporte entre puertos situados
en el territorio de los Estados miembros.

La Comisión reconoce que el lanzamiento de servicios de trans-
porte marítimo de corta distancia puede ocasionar dificultades
financieras importantes que los Estados miembros podrían que-
rer paliar con el fin de garantizar la promoción de dichos
servicios.

Cuando esto suceda, la Comisión podrá aprobar este tipo de
ayudas, a condición de que estén destinadas a los armadores a
tenor del artículo 1 del Reglamento (CEE) no 4055/86 con
respecto a los buques que enarbolan el pabellón de alguno
de los Estados miembros. Dichas ayudas deberán ser notificadas
y cumplir las siguientes condiciones:

— que la ayuda tenga una duración que no supere los tres
años y que tenga como finalidad la financiación de un
servicio marítimo que conecte puertos situados en el terri-
torio de los Estados miembros;

— que el servicio permita que los transportes (fundamental-
mente de mercancías) realizados por carretera se realicen
total o parcialmente por vía marítima, y sin desviación del
transporte marítimo en forma contraria al interés común;

— que la ayuda contemple la aplicación de un proyecto deta-
llado, con un impacto medioambiental preestablecido, res-
pecto de una nueva ruta o la mejora de los servicios de una
ruta existente, asociando si es necesario a varios armadores,
ya que la misma línea no podrá ser objeto de más de un
proyecto financiado y este último no podrá ser renovado,
prorrogado ni repetido;

— que la ayuda tenga por finalidad cubrir los gastos operati-
vos del servicio en cuestión (4) hasta un 30 %, o financiar la
adquisición de equipos de transbordo para la prestación del
servicio previsto, hasta un máximo del 10 % de dichas
inversiones;

— que la ayuda para la puesta en práctica del proyecto se
conceda basándose en criterios transparentes aplicados de
forma no discriminatoria a los armadores establecidos en la
Comunidad. Normalmente, la ayuda deberá destinarse a un
proyecto seleccionado por las autoridades del Estado miem-
bro a través de una licitación de conformidad con las nor-
mas comunitarias aplicables;

— que el servicio objeto del proyecto pueda ser comercial-
mente viable después del período en que tenga derecho a
la ayuda pública;
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(1) DO C 288 de 19.10.1999, p. 2.
(2) Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al

Comité Económico y Social y al Comité de las Regiones — «El
desarrollo del transporte marítimo de corta distancia en Europa:
una alternativa dinámica en una cadena de transporte sostenible
— Segundo informe bienal de aplicación» COM(1999) 317 final.

(3) Comunicación, véase la página 2.

(4) En caso de financiación comunitaria o de subvencionabilidad al
amparo de distintos regímenes de ayuda, la limitación del 30 %
se aplicará al total combinado de la ayuda o del apoyo financiero.
Debe subrayarse que la intensidad de la ayuda es la misma que la
prevista para las acciones de transferencia entre modos de transporte en
el marco de la iniciativa comunitaria Marco Polo, véase el apartado
2 del artículo 5 del Reglamento (CE) no 1382/2003 (DO L 196 de
2.8.2003, p. 1).



— que la ayuda no se acumule con compensaciones de servi-
cio público (obligaciones o contrato).

11. LÍMITE MÁXIMO

Como se ha mencionado anteriormente, algunos Estados
miembros ayudan a su sector marítimo por medio de reduc-
ciones fiscales, mientras que otros prefieren abonar una ayuda
directa, por ejemplo en forma de reembolso de los impuestos
sobre los ingresos de los marinos. Habida cuenta de la falta de
armonización actual entre los sistemas fiscales de los Estados
miembros, la Comisión considera que deberían mantenerse
ambas posibilidades. Es obvio que en determinados casos pue-
den combinarse estos dos enfoques. Sin embargo, se corre el
riesgo de una acumulación de ayudas a niveles desproporcio-
nados con respecto al interés común de la Comunidad, lo que
podría desembocar en una carrera de subvenciones entre Esta-
dos miembros.

El nivel máximo aceptable de las ayudas es la reducción a cero
de las cargas fiscales y sociales aplicables a los marinos y una
reducción del impuesto sobre sociedades de las compañías ma-
rítimas tal como se describe en el punto 3.1 (penúltimo pá-
rrafo). Para evitar posibles falseamientos de la competencia, no
podrán concederse beneficios superiores por medio de otros
sistemas de ayuda. Por otra parte, aunque cada régimen de
ayuda notificado se evaluará en función de sus méritos propios,
se considera que el importe de ayuda total concedido en virtud
de lo dispuesto en los capítulos 3 al 6 no deberá superar el
importe total de los impuestos y contribuciones sociales ingre-
sados por las actividades de transporte marítimo y los marinos.

12. OBSERVACIONES FINALES

La Comisión continuará realizando un seguimiento regular y
minucioso de las condiciones del mercado del transporte ma-
rítimo. En caso de que éstas cambiasen y, en consecuencia, se
redujese o desapareciese la necesidad de la ayuda de Estado, la
Comisión adoptará en su debido momento las medidas nece-
sarias.

Todas las nuevas propuestas de medidas notificadas a la Comi-
sión incluirán un calendario que indique los efectos cuantifica-
dos previstos durante los próximos seis años para cada objetivo
del punto 2. En particular, en dichas propuestas deberá pre-
sentarse la rentabilidad macroeconómica esperada del sector

marítimo correspondiente, así como una estimación del nú-
mero de puestos de trabajo mantenidos o creados.

Con respecto a todos los programas de ayudas (existentes o
nuevos) que entran en el ámbito de aplicación de la presente
comunicación, los Estados miembros deberán enviar a la Co-
misión una evaluación de sus efectos durante su sexto año de
aplicación.

Cuando la ayuda haya sido aprobada y concedida a un bene-
ficiario en virtud de la excepción del vínculo de pabellón men-
cionado en el punto 3.1, el Estado miembro de que se trate
deberá informar a la Comisión cada tres años a partir de la
fecha en que fue concedida la subvención. En este informe, el
Estado miembro deberá cuantificar los efectos obtenidos y
comparar los resultados con los efectos esperados. Las exigen-
cias de informe establecidas en la presente comunicación en-
trarán en vigor tras su publicación.

Además, en caso necesario, como por ejemplo a raíz de una
queja justificada, el Estado miembro pertinente deberá facilitar
pruebas a la Comisión de que la ayuda concedida al correspon-
diente beneficiario en virtud de un régimen acordado se ha
limitado a su estricta definición y también ha producido los
efectos esperados.

13. MEDIDAS ADECUADAS

Las presentes directrices se aplicarán a partir de la fecha de su
publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea. De confor-
midad con lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 88 del
Tratado CE, la Comisión propone a los Estados miembros mo-
dificar sus regímenes de ayuda existentes relativos a la ayuda de
Estado cubierta por las presentes directrices, con el fin de
conformarse a las mismas antes del 30 de junio de 2005. Se
invita a los Estados miembros a confirmar por escrito la acep-
tación de estas propuestas de medidas apropiadas como muy
tarde el 30 de junio de 2004.

En caso de que un Estado miembro no confirme su aceptación
por escrito antes de esa fecha, la Comisión aplicará el apartado
2 del artículo 19 del Reglamento (CE) no 659/1999 y, en caso
necesario, incoará los procedimientos previstos en dicha dispo-
sición.

Las presentes directrices modificadas serán revisadas, a más
tardar, tras un período de aplicación de siete años.
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ANEXO

DEFINICIÓN DEL CONCEPTO DE REGISTRO DE UN ESTADO MIEMBRO

Se entenderá por «registro de un Estado miembro» un registro sujeto a la legislación de un Estado miembro que se
aplique en sus territorios que formen parte de la Comunidad.

1. Todos los primeros registros de los Estados miembros serán registro de un Estado miembro.

2. Constituyen asimismo registros de un Estado miembro los siguientes registros, situados en Estados miembros y
sujetos a su legislación:

— Registro Internacional Danés (DIS),

— Registro Internacional Alemán (ISR),

— Registro Internacional Italiano,

— Registro Internacional de Madeira (MAR),

— Registro de las islas Canarias.

3. Los demás registros no se considerarán registros de un Estado miembro, aunque constituyan en la práctica la primera
alternativa para los armadores establecidos en dicho Estado miembro. En efecto, estos registros se sitúan en territorios
en los que el Tratado no se aplica, ya sea parcial o totalmente, y están sujetos a la legislación de dichos territorios.
Por consiguiente, no se considerarán registros de un Estado miembro los registros siguientes:

— el registro de las islas Kerguelen (el Tratado no se aplica en este territorio),

— el registro de las Antillas neerlandesas (se trata de un territorio asociado; sólo se aplica en él la parte IV del
Tratado; dispone de su propio régimen fiscal),

— los registros de:

— La Isla de Man [sólo algunas partes del Tratado se aplican en esta isla — véase la letra c) del apartado 5 del
artículo 227 del Tratado. La legislación fiscal es competencia exclusiva del Parlamento de la Isla de Man],

— Bermudas e Islas Caimán (estas islas se incluyen en los territorios asociados a la Comunidad; sólo se aplica en
ellas la parte IV del Tratado; disponen de autonomía fiscal).

4. En el caso de Gibraltar, el tratado es plenamente aplicable y el registro de Gibraltar, a los efectos de las presentes
directrices, se considera un registro de un Estado miembro.
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Autorización de las ayudas estatales en el marco de las disposiciones de los artículos 87 y 88
del Tratado CE

Casos con respecto a los cuales la Comisión no presenta objeciones

(2004/C 13/04)

Fecha de adopción de la decisión: 10.12.2003

Estado miembro: Italia (Campania)

Ayuda: NN 157/03 ex N 393/03

Denominación: Ley Regional 6/2003: emergencias en el sector
pecuario

Objetivo: Ofrecer una compensación a los productores de
leche cuyos animales hayan sido contaminados por dioxinas

Fundamento jurídico: Legge regionale n. 6 del 14 marzo
2003 «Emergenze zootecniche»

Presupuesto: 1 600 000 euros para 2003, aún por concretar
para 2004 y 2005

Intensidad o importe de la ayuda: Compensación por los
animales sacrificados, cuando el sacrificio fue exigido por las
autoridades públicas y una compensación, a precios de mer-
cado, de la leche retirada

Duración: Hasta 2005. Cada beneficiario puede recibir la
ayuda durante un período máximo de 6 meses

El texto de la decisión en la lengua o lenguas auténticas, su-
primidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://europa.eu.int/comm/secretariat_general/sgb/state_aids

Fecha de adopción de la decisión: 10.12.2003

Estado miembro: Reino Unido (Escocia)

Ayuda: N 70/03

Denominación: Régimen de desarrollo de la industria cárnica

Objetivo: El objetivo del régimen es fomentar, comercializar,
promover y apoyar el sector de las carnes rojas en Escocia. Se
concederá ayuda para la asistencia técnica, la mejora de la
calidad genética del ganado, las inversiones en explotaciones
agrarias, las inversiones para la transformación y comercializa-
ción de carnes rojas y productos de carnes rojas de calidad, el
fomento de la producción y la comercialización de productos
de calidad, la introducción de la garantía de calidad y de otros
sistemas de control de calidad, así como a las agrupaciones de
productores, junto con la concesión de incentivos a los jóvenes
agricultores

Fundamento jurídico: Agriculture Act 1967 (as amended);
Scotland Act 1998 (Cross-Border Public Authorities) (Adap-
tation of Functions etc) (Amendment) Order 2002 No 2636
which amends the Agriculture Act 1967

Presupuesto: 17,5 millones de GBP

Intensidad o importe de la ayuda: Variable

Duración: 5 años a partir de la fecha de aprobación de la
Comisión

El texto de la decisión en la lengua o lenguas auténticas, su-
primidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://europa.eu.int/comm/secretariat_general/sgb/state_aids
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Autorización de las ayudas estatales en el marco de las disposiciones de los artículos 87 y 88
del Tratado CE

Casos con respecto a los cuales la Comisión no presenta objeciones

(2004/C 13/05)

(Texto pertinente a efectos del EEE)

Fecha de adopción de la decisión: 10.12.2003

Estado miembro: Suecia

Ayuda: N 202/03

Denominación: Reembolso a los pequeños patronos de los
elevados pagos por baja por enfermedad

Objetivo: Compensar solamente a las pequeñas empresas por
el coste cada vez mayor de los pagos por baja por enfermedad

Fundamento jurídico: Introduktionen av den föreslagna åtgär-
den – kommer att ske genom ändringar i Svensk lag nr
1991:1047 angående sjuklön

Presupuesto: El presupuesto se calcula en 250 millones de
SEK (± 25 millones de euros) por año

Duración: 1 de enero de 2004-1 de enero de 2005

El texto de la decisión en la lengua o lenguas auténticas, su-
primidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://europa.eu.int/comm/secretariat_general/sgb/state_aids

Fecha de adopción de la decisión: 1.12.2003

Estado miembro: Italia

Ayuda: N 310/03

Denominación: Ayudas en favor de las fuentes de energía
renovables

Objetivo: Favorecer las inversiones en el ámbito de las ener-
gías renovables

Fundamento jurídico: Legge n. 598/94, articolo 11; D.L. n.
516/94; Legge n. 448/98, articolo 8, c. 10, lettera f); D.L. n.
500/99, articolo 2, c. 1.; D.M. n. 337/2000, articolo 5

Presupuesto: 25 820 000 EUR

Intensidad o importe de la ayuda: La ayuda respetará las
intensidades aplicables de acuerdo con el marco comunitario
de ayudas estatales para la protección del medio ambiente

Duración: Hasta el 31 de diciembre de 2007

El texto de la decisión en la lengua o lenguas auténticas, su-
primidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://europa.eu.int/comm/secretariat_general/sgb/state_aids

Fecha de adopción de la decisión: 1.12.2003

Estado miembro: Alemania

Ayuda: N 341/03

Denominación: Prolongación del programa de bonificación de
interés a favor de las PYME (Sarre)

Objetivo: Apoyo a la inversión de las pequeñas y medianas
empresas del Sarre

Fundamento jurídico: Richtlinien für das Zinszuschusspro-
gramm zur Förderung von kleinen und mittleren Unternehmen
sowie des Fremdenverkehrs im Saarland

Presupuesto: 885 300 EUR por año

Duración: Limitada hasta el 31 de diciembre de 2006

Otros datos: Alemania tiene que presentar un informe anual
sobre la aplicación de este régimen

El texto de la decisión en la lengua o lenguas auténticas, su-
primidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://europa.eu.int/comm/secretariat_general/sgb/state_aids

Fecha de adopción de la decisión: 1.12.2003

Estado miembro: Reino Unido

Ayuda: N 455/03

Denominación: Programa I + D de un carbón más limpio
(modificación)

Objetivo: Promover el desarrollo de tecnologías ambiental-
mente más eficientes en la utilización del carbón para la pro-
ducción de electricidad

Fundamento jurídico: Science and Technology Act 1965

Presupuesto: El presupuesto inicialmente previsto era de 4,7
millones de GBP (aproximadamente 6,8 millones de euros). El
presupuesto de 2004 todavía no está finalizado. El nivel de
refinanciación caerá por debajo del 100 %

Intensidad o importe de la ayuda: En general, 50 % bruto;
75 % para estudios de viabilidad en el ámbito de la captura del
dióxido en la etapa de I + D de la investigación industrial

Duración: Hasta el 31 de marzo de 2005
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Otros datos: Las autoridades británicas tienen que presentar
un informe anual sobre la aplicación del régimen

El texto de la decisión en la lengua o lenguas auténticas, su-
primidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://europa.eu.int/comm/secretariat_general/sgb/state_aids

Fecha de adopción de la decisión: 26.11.2003

Estado miembro: Italia (Basilicata)

Ayuda: N 82/03

Denominación: Subvenciones a fondos de riesgo de las coo-
perativas y de la asociación colectiva de garantía para el co-
mercio y el turismo

Objetivo: Promover las inversiones de las PYME y facilitar su
acceso a las garantías

Fundamento jurídico: Delibera della Giunta Regionale della
Regione Basilicata n. 1451, 2 agosto 2002 — Approvazione
preliminare del bando

Presupuesto: 600 000 EUR

Intensidad o importe de la ayuda: Con arreglo a los límites
del Reglamento (CE) no 70/2001 de la Comisión

El texto de la decisión en la lengua o lenguas auténticas, su-
primidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://europa.eu.int/comm/secretariat_general/sgb/state_aids

Notificación previa de una operación de concentración

(asunto COMP/M.3333 — Sony/BMG)

(2004/C 13/06)

(Texto pertinente a efectos del EEE)

1. El 9 de enero de 2004 y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4 del Reglamento (CEE)
no 4064/89 del Consejo (1), modificado por el Reglamento (CE) no 1310/97 (2), la Comisión recibió
notificación de un proyecto de concentración por el que las empresas Bertelsmann AG («Bertelsmann»,
Alemania) y Sony Corporation of America, perteneciente al grupo Sony («Sony», Japón), adquieren el
control conjunto, a tenor de lo dispuesto en la letra b) del apartado 1 del artículo 3 del Reglamento,
de «Sony BMG», a través de adquisición de acciones en una empresa común de nueva creación.

2. Ámbito de actividad de las empresas implicadas:

— Bertelsmann: Comercialización y grabación de música, televisión y radio. Comercialización de libros y
revistas, clubes de compra de libros y productos musicales,

— Sony: Comercialización y grabación de música, productos electrónicos para industrias y consumidores,
servicios de entretenimiento,

— Sony BMG: Combinación del negocio mundial de grabación de Sony y Bertelsmann (con exclusión de
las actividades de Sony en Japón).

3. Tras haber realizado un examen preliminar, la Comisión considera que la operación notificada podría
entrar en el ámbito de aplicación del Reglamento (CEE) no 4064/89. No obstante, se reserva la posibilidad
de tomar una decisión definitiva sobre este punto.

4. La Comisión insta a los terceros interesados a que le presenten sus observaciones eventuales con
respecto al proyecto de concentración.

Las observaciones deberán obrar en poder de la Comisión en un plazo máximo de diez días naturales a
contar desde el día siguiente a la fecha de la presente publicación. Podrán enviarse por fax [(32-2)
296 43 01/296 72 44] o por correo, indicando la referencia COMP/M.3333 — Sony/BMG, a la dirección
siguiente:

Comisión Europea
Dirección General de Competencia
Registro de Operaciones de Concentración
J-70
B-1049 Bruxelles/Brussel.

(1) DO L 395 de 30.12.1989, p. 1; rectificación en el DO L 257 de 21.9.1990, p. 13.
(2) DO L 180 de 9.7.1997, p. 1; rectificación en el DO L 40 de 13.2.1998, p. 17.
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Notificación previa de una operación de concentración

(asunto COMP/M.3363 — Santander/Doncasters)

Asunto susceptible de ser tratado por procedimiento simplificado

(2004/C 13/07)

(Texto pertinente a efectos del EEE)

1. El 5 de enero de 2004 y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4 del Reglamento (CEE)
no 4064/89 del Consejo (1), modificado por el Reglamento (CE) no 1310/97 (2), la Comisión recibió
notificación de un proyecto de concentración por el que las empresa Capital Riesgo Global CRG SA
(«CRG», España) bajo el control del Banco Santander Central Hispano SA («BSCH», España) y Royal
Bank Investments Limited («RBI», Reino Unido) bajo el control del Royal Bank of Scotland Group Plc.
(«RBS», Reino Unido), adquieren el control conjunto, a tenor de lo dispuesto en la letra b) del apartado 1
del artículo 3 del Reglamento, de la empresa Doncasters Group Limited («Doncasters», Reino Unido)
perteneciente al RBI, a través de adquisición de acciones.

2. Ámbito de actividad de las empresas implicadas:

— CRG: una institución de inversión de participaciones privadas;

— BSCH: una institución bancaria y de otros servicios financieros;

— RBI: una institución de inversión de participaciones privadas;

— RBS: una institución bancaria, aseguradora y de otros servicios financieros;

— Doncasters: fabricante de componentes de motores aeroespaciales, turbinas de gas, intercambiadores de
calor, cargadores turbo para automoción e implantes ortopédicos.

3. Tras haber realizado un examen preliminar, la Comisión considera que la concentración notificada
podría entrar en el ámbito de aplicación del Reglamento (CEE) no 4064/89. No obstante, se reserva la
posibilidad de tomar una decisión definitiva sobre este punto. De conformidad con la Comunicación de la
Comisión sobre el procedimiento simplificado para tramitar determinadas operaciones de concentración
con arreglo al Reglamento (CEE) no 4064/89 del Consejo (3), se hace notar que este caso es susceptible de
ser tratado por el procedimiento establecido en dicha Comunicación.

4. La Comisión insta a los terceros interesados a que le presenten sus observaciones eventuales con
respecto a la propuesta de concentración.

Las observaciones deberán obrar en poder de la Comisión en un plazo máximo de diez días naturales a
contar desde el día siguiente a la fecha de esta publicación. Podrán enviarse por fax [(32-2)
296 43 01/296 72 44] o por correo, indicando la referencia COMP/M.3363 — Santander/Doncasters, a
la dirección siguiente:

Comisión Europea
Dirección General de Competencia
Registro de Operaciones de Concentración
J-70
B-1049 Bruxelles/Brussel.
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